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Proyecto UNAM

Más enfermeros para reducir
el déficit en el gremio
::::: Según Rabín Martínez, académico de la Es-
cuela Nacional de Enfermería y Obstetricia de
la UNAM, entre 85 y 90% del personal de en-
fermería está compuesto por mujeres, lo cual se
explica por la deserción de los hombres en los
primeros años de formación, pues consideran
que no es un campo para ellos. “Pero es nece-
sario que haya más enfermeros para reducir el
déficit en el gremio”, dijo.
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lugar del SAE Aero
Design Internacional
::::: Por el diseño y la manu-
factura de una nave no tripu-
lada capaz de volar durante
30 minutos y desplegar pla-
neadores en su trayecto, el
equipo UNAM Aero Design,
integrado por 44 estudiantes
provenientes de 12 distintas
carreras de esta casa de estu-
dios, obtuvo el segundo lugar
del SAE Aero Design Interna-
cional, realizado en Florida,
Estados Unidos, con lo cual se
convirtió en el primer conjun-
to mexicano en subir al podio
de este concurso. El equipo
puma compitió con 24 repre-
sentativos de instituciones de
Estados Unidos, Polonia, Egip-
to, Canadá y México, entre
otros países.
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AM Membrana amniótica, para el
síndrome del túnel del carpo
::::: La membrana amniótica es muy efectiva
para reducir la inflamación en terminales ner-
viosas del ojo. Y de acuerdo con un estudio de
Yonathan Garfias, profesor de la Facultad de
Medicina en la Unidad Periférica de la UNAM
en el Instituto de Oftalmología Fundación Con-
de de Valenciana, también puede emplearse
para tratar a personas con el síndrome del tú-
nel del carpo.
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DESAPARICIONES FORZADAS:
TRAGEDIA QUE NO CESA
Además del dolor, la desesperanza y la angustia que suponen para sus víctimas y familiares, afectan a la
sociedad en su conjunto. En no pocas han intervenido autoridades y servidores públicos
Texto: RO B E RT O
GUTIÉRREZ ALCALÁ
—ro bargu@hotmail.com—
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S
egún datos del Registro
Nacional de Personas
Desaparecidas y No Lo-
calizadas (RNPDNO), de
la Secretaría de Gober-
nación del gobierno de

México, desde el 1 de diciembre
de 2006 (fecha de inicio del se-
xenio del ex presidente Felipe
Calderón, durante el cual se de-
sató la llamada “Guerra contra
el Narcotráfico”) hasta el pasado
2 de septiembre se contabiliza-
ron en todo el país 68 mil 020
personas desaparecidas; de
ellas, 51 mil 717 son hombres, 16
mil 044 mujeres y 259, cuyo se-
xo se desconoce, están clasifica-
das como “i n d e te r m i n a d a s”.

En lo que va del presente se-
xenio, que arrancó el 1 de di-
ciembre de 2018, el número de
personas desaparecidas es de 19
mil 160, de las cuales 14 mil 519
son hombres, 4 mil 497 mujeres
y 144 “i n d e te r m i n a d a s”.

Ahora bien, no podemos ol-
vidar que detrás de estos datos
duros están las vidas rotas de un
conjunto de personas muchísi-
mo más grande, conformado
por los familiares de todas y ca-
da una de las víctimas de desa-
pariciones forzadas.

“Por si fuera poco, al ser to-
leradas, las desapariciones for-
zadas de personas también
afectan a la sociedad en su con-
junto porque socavan las bases
del Estado democrático de de-
recho. Con ellas, el pacto social
de convivencia pacífica se quie-
bra y, por consiguiente, todos

nos sumimos en la incertidum-
b re”, agrega Luis Raúl González
Pérez, coordinador del Progra-
ma Universitario de Derechos
Humanos (PUDH) de la
U NA M .

Impunidad
En la década de los años 70 del
siglo XX, durante lo que se co-
noció como la “Guerra Sucia”,
en lugar de detener y presentar
ante un juez a integrantes de di-
versos movimientos sociales
acusados de cometer actos ilíci-
tos, el Estado mexicano optó
por desaparecerlos, con lo cual
los privó, entre otras cosas, del
derecho a la presunción de su
ino cencia.

“En la mayoría de los casos,
esa manera de actuar no tuvo
como objetivo la aplicación de la
ley a quienes supuestamente la
habían infringido. Lo peor de to-
do es que la ruta por la que atra-
vesó ese periodo fue la de la im-
punidad”, comenta González
P é re z .

En nuestros días, si bien es
cierto que el crimen organizado
ha llevado a cabo innumerables
desapariciones forzadas de per-
sonas a lo largo y ancho del país,
en no pocas han intervenido, di-
recta o indirectamente, autori-
dades y servidores públicos.

“En efecto, no se puede negar
que en muchas de ellas ha ha-
bido algún grado de aquiescen-
cia o participación activa de au-
toridades y servidores públicos.
Ahí tenemos el caso de los nor-
malistas de Ayotzinapa, desa-
parecidos en Iguala, Guerrero,
en 2014”, indica el funcionario
univer sitario.

B ú sq u e d a
La UNAM, fiel a su compromiso
con la sociedad mexicana, ha
planteado propuestas para ha-
cerle frente a este flagelo. Fue así
como en 2011, en colaboración
con el Instituto Iberoamericano
de Derecho Constitucional, or-
ganizó la “Conferencia Interna-
cional sobre Seguridad y Justi-
cia en Democracia”, a partir de
la cual se elaboró el documento
“Elementos para la Construc-
ción de una Política de Estado
para la Seguridad y la Justicia en
D emo cracia”, con 36 propues-
tas muy puntuales de política
pública dirigidas a las autorida-
des de los tres niveles de gobier-
no del país (en 2018 se realizó la
segunda edición de esta confe-
rencia, en la que se abordó el te-
ma de los derechos humanos).

“Asimismo, el Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas y el PUDH
se vinculan con las diferentes en-
tidades académicas de la UNAM
para articular las investigaciones
relacionadas con la desaparición
forzada de personas (algunas de
las cuales incluyen la identifica-
ción forense) y fomentar la crea-
ción de espacios de discusión so-
bre la violación de los derechos
humanos. Y por lo que se refiere
sólo al PUDH, también interactúa
con algunas autoridades.”

En opinión de González Pé-
rez, el Estado mexicano tiene
que brindar a los familiares de
las víctimas de desapariciones
forzadas todo tipo de apoyos.

“La propia Ley General de
Víctimas establece un sistema
nacional de búsqueda de perso-
nas desaparecidas. Las autori-
dades federales están haciendo

esfuerzos considerables al res-
pecto, pero es necesaria una
buena articulación con las en-
tidades federativas para armo-
nizar esta tarea. Las víctimas y
sus familiares deben ser el eje de
actuación de las instancias de
procuración de justicia. Y las fis-
calías tienen que fortalecer su
capacidad de ubicar y fincar res-
ponsabilidades a los culpables.
Por eso me parece importante
atender los estándares interna-
cionale s”, añade.

I na d m i s i b l es
Una buena noticia es que, desde
octubre del año pasado, el go-
bierno mexicano reconoce la
competencia del Comité contra
la Desaparición Forzada de la
ONU, por lo cual ya atiende sus
recomendaciones, comentarios
y observaciones, y acepta que
reciba y examine las comunica-
ciones presentadas por perso-
nas que se encuentran bajo su

jurisdicción o en nombre de
ellas.

“México se resistía a que di-
cho comité recibiera y examina-
ra comunicaciones individua-
les, pero esto ya es posible. O sea,
ahora contamos con instancias
no sólo nacionales, sino tam-
bién internacionales, para aten-
der casos de personas desapa-
re cidas”, apunta el funcionario
univer sitario.

Cabe recordar que, en 2009,
la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos condenó al
Estado mexicano por la desapa-
rición forzada del luchador so-
cial Rosendo Radilla, perpetra-
da por militares en Guerrero en
1974, y emitió, entre otras, la re-
solución de que tenía que actua-
lizar su tipificación penal. Esto
finalmente sucedió en 2017, con
las reformas y adiciones a la Ley
General de Víctimas.

En suma, es imperioso que el
Estado mexicano fortalezca su
capacidad para localizar e iden-
tificar a las personas desapare-
cidas y que los ciudadanos re-
flexionemos sobre el dolor, la
desesperanza y la angustia que
experimentan tanto ellas como
sus familiares, y tomemos en
cuenta la revictimización de
que son objeto.

“Las desapariciones de per-
sonas son inadmisibles, pero
cuando suceden también es
inadmisible, reitero, que el Es-
tado sea incapaz de, por un lado,
identificar el paradero de las
víctimas y, por el otro, de fincar
responsabilidades a quienes las
perpetraron y aplicarles la ley”,
finaliza el funcionario universi-
tario. b

LUIS RAÚL GONZÁLEZ
PÉREZ
Coordinador del Programa
Universitario de Derechos
Humanos de la UNAM

“El número
de personas
desaparecidas y de
fosas clandestinas
en el país es muy
alto, y la impunidad
no se detiene”

Madres de
d esa p a re c i d os
b En su legítima exigencia
de que se descubra el para-
dero de sus familiares, se ha-
ga justicia, se repare el daño
y se garantice la no repeti-
ción, las madres de una gran
cantidad de desaparecidos
coadyuvan en su búsqueda.

“Pero el Estado, en sus
tres niveles de gobierno, no
puede renunciar a su capa-
cidad investigativa y dejar
dicha tarea en manos de
esas valerosas mujeres”,
afirma González Pérez.
b(Roberto Gutiérrez Alcalá)
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